
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA VIDA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO / REQUISITOS PARA REPRESENTAR LOS INTERESES DE TERCEROS / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA PROTEGER DERECHOS COLECTIVOS.
En el caso presente, un Defensor Público adscrito a la Defensoría del Pueblo de Risaralda, interpone esta demanda en procura de la protección de los derechos fundamentales de la señora Paola Marcela Calvo García “y demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, con el propósito de que, a las autoridades convocadas, se les ordene de manera perentoria intervenir esa vía para menguar su nivel de peligrosidad. 

En atención a ello, de manera previa debe ocuparse la Sala del estudio sobre la legitimación en la causa que le asiste al agente del Ministerio Público, para representar los intereses de quienes anuncia como beneficiarios del amparo. (…)
En este caso, no se mencionó, y menos se acreditó, que la señora Paola Marcela Calvo García fuera una persona de especial protección constitucional, que estuviera en un estado de indefensión o bajo alguna especial circunstancia que le impidiera acudir por sí misma a incoar el amparo.

Y como si eso no fuera suficiente para estimar improcedente su demanda, tampoco se arrimó su autorización expresa para que en su favor interpusiera esta acción el agente del Ministerio Público, siendo ese un requisito necesario para que el Defensor Público, pueda representar los derechos de quienes no son personas de especial protección constitucional. (…)
Por otra parte, tampoco se informó sobre el estado de indefensión de “los demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, quienes ni siquiera fueron individualizados, lo cual, como acaba de repasarse, es un motivo suficiente para declarar la improcedencia de la protección respecto de aquellos. 

Ahora bien, si en gracia de discusión se considerara que debe darse por superada la legitimación, en consideración a que en la demanda se atinó a mencionar tangencialmente, que con la peligrosidad de la vía, están comprometidos los derechos fundamentales de los menores de edad que estudian en las instituciones educativas de esa zona, y se sabe que cualquier persona puede agenciar los derechos de los niños, niñas y adolescentes (Art. 44 CN), sin duda se concluye que la cuestión se queda en el umbral de la subsidiaridad.

Así se afirma, porque tal como se dijo en primera instancia, la acción popular se erige como el mecanismo idóneo para hacer cesar el peligro de las prerrogativas colectivas de las que son titulares todas las personas que habitan y transitan esa zona.
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Acta No. 599 del 26 de noviembre del 2019
  



Se decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra la sentencia del 15 de octubre último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, dentro de la acción de tutela que un Defensor Público, adscrito a la Defensoría del Pueblo de Risaralda, interpuso en favor de la señora Paola Marcela Calvo García “y demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, en procura de sus derechos a la vida, salud, dignidad humana y libertad de locomoción, contra el Municipio de Pereira, la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI-, la Concesionaria de Occidente S.A.S., el Instituto Nacional de Vías -INVÍAS-, y la Agencia Nacional de Seguridad Vial -ANSV-.  
ANTECEDENTES

En el escrito se expuso, en síntesis, que en el sector El Tigre – La Cadena, en la actualidad existe una población estudiantil cercana a los 1.500 estudiantes, quienes a diario ven expuestas sus vidas al realizar el cruce de la vía Pereira - Cerritos, ya sea a pie o dentro de un vehículo.

En esa zona viven aproximadamente 450 familias, cuyos integrantes utilizan las vías de acceso al sector, también la vía es transitada por los estudiantes del Liceo Pino Verde, entre los que se cuentan más de 100 niños, y por las empleadas del servicio y campesinos que en esa localidad trabajan. 
Explica que los vehículos que vienen en sentido Cerritos – Pereira, transitan a altas velocidades, lo cual implica que quienes realizan la maniobra de giro para ingresar a El Tigre ven comprometida su seguridad; de hecho, según reportes periodísticos, ya son varias las personas que han perdido sus vidas por tener que transitar ese cruce y otros sectores de esa vía. 
Agrega que la vía Pereira-Cerritos pertenece a la concesión vial Pereira – La Victoria, cuyo concesionario es la sociedad Concesionaria de Occidente S.A.S., encargada de realizar las obras de renovación de infraestructura y construcción de la doble calzada, lo cual aporta al desarrollo de la región; sin embargo, olvidó incluir un puente peatonal para el acceso al sector de El Tigre.

Señala que en comunicación enviada por la Concesionaria a la Defensoría del Pueblo, advirtió que según alcance contractual, no puede hacer obras adicionales, que no hayan sido contempladas, aprobadas y contratadas con el INCO, hoy ANI, por lo cual es esta última entidad la que podría ordenar la construcción de la obra solicitada por la comunidad y disponer de los recursos para hacerlo.  
Por último se reprochó que en esa vía no hacen presencia las autoridades municipales ni departamentales, que se excusan en que esa es de carácter nacional, por lo cual carecen de competencia, como si la salvaguarda de los risaraldenses fuera un tema de competencias laborales. 

Se pidió, en consecuencia, la protección de los derechos invocados, y que se le les ordene a las autoridades convocadas que, conjuntamente, cada una dentro de su competencia, adopten las medidas administrativas y financieras necesarias para la aplicación de las acciones y mecanismos que tiendan a garantizar el buen funcionamiento de la circulación en la vía Pereira – Cerritos, tales como, la instalación de reductores de velocidad en los puntos que la vía amerite, la construcción de un puente peatonal, de una glorieta, una rotonda o puente vehicular, y/o de un retorno para el ingreso al sector de Galicia y en los demás sectores que por su alto flujo vehicular se requiera. 
  



El Juzgado de primera instancia le imprimió el trámite de rigor a la solicitud y les corrió traslado a todas las autoridades accionadas para que se ejerciera el derecho de defensa (f. 43, c. 1).




La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ANSV,  manifestó que las pretensiones de la acción de tutela no guardan relación con la competencia y el objeto de esa dependencia. Explicó que al estar la vía actualmente concesionada, su supervisión le corresponde a la ANI. Hizo alusión también al carácter subsidiario de la acción de tutela, y en ese sentido, dijo que el medio idóneo para la protección de derechos colectivos es la acción popular (f. 55, c. 1).




Mediante apoderado judicial, la ANI trasladó la responsabilidad a la Concesión, de dar cuenta sobre los hechos a los que alude la demanda. Dijo que el Defensor Público que impetra esta demanda, no está facultado para representar los intereses de la señora Paola Marcela Calvo García, ni de las personas indeterminadas que mencionó, pues no se acreditó la imposibilidad que a aquellas les impide presentar por sí mismas la demanda. Mencionó que esa cartera ha actuado conforme la normatividad que la rige, y que no puede imputársele responsabilidad alguna, pues las situaciones u omisiones que se aducen como sustento de la supuesta vulneración no son atribuibles a la ANI, sino, al parecer, a transgresiones de las normas de tránsito por parte de los usuarios viales. De igual forma, dijo que el amparo es improcedente, dado que incumple con el presupuesto de subsidiaridad, pues la señora Calvo García cuenta con otros mecanismos de defensa idóneos, oportunos y eficaces, para asegurar los derechos que aquí se relievan (f. 65, c. 1).




El Director Territorial de INVÍAS, dijo que en este caso hubo una indebida escogencia de la acción, pues lo procedente era una acción popular, además de una falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que en la actualidad el Instituto Nacional de Vías no administra la vía Pereira – Cerritos (f. 73, c. 1).




La Alcaldía de Pereira, por conducto de apoderado judicial, manifestó  que: “El municipio de Pereira no desconoce de los inconvenientes existentes en movilidad a los que se ven expuestos tanto peatones como conductores que usan el cruce al sector del Tigre debido a la alta velocidad y la poca visualización de vehículos por la geometría (curva horizontal, dificultad en alineamiento) que se presenta en la intersección; para esto el ente territorial está dispuesto a buscar y ofrecer alternativas de movilidad en garantía de los derechos fundamentales y colectivos de los beneficiarios de dicho sector; sin embargo, dado el carácter nacional de la vía de conformidad con la Ley 105 de 1993, esta se encuentra a cargo de la nación, administrada actualmente por la Concesionaria de Occidente (…)” por lo cual “(…) no es posible adelantar estudios, ejecutar obras con cargo al municipio de Pereira, que no fueron incluidas obras de este carácter en el contrato de concesión”. 




Igualmente que “(…) las obras pretendidas a realizar no fueron incluidas por la nación en la suscripción del contrato de concesión y que su realización implica la configuración de obras adicionales, temas que por su naturaleza contractual solo son debatibles ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, y que en todo caso deben estar soportados en estudios técnicos que determinen su viabilidad”.




Consecuencia de su extensa exposición, solicitó ordenarle al INVÍAS adelantar los estudios, y obras requeridas para la adecuación de la vía; también solicitó que se dispusiera la vinculación del Instituto de Movilidad de Pereira pues es la dependencia que detenta la obligación de regular y controlar el tráfico vehicular en la ciudad (f. 75, c. 1).




Por medio de la Secretaría del Juzgado de primera instancia, se le informó al Instituto de Movilidad de la ciudad, que había sido vinculado al trámite, y se le corrió traslado de la demanda (f. 97, c. 1).




El Representante legal de la Concesionaria de Occidente S.A.S., informó que: “Al respecto y como a bien lo trae a colación la actora, y de manera ilustrativa, el Contrato de Concesión No. GG - 046 de 2004 celebrado entre el entonces Instituto Nacional de Concesiones - INCO- hoy Agencia Nacional de Infraestructura - ANI- no prevé la ejecución de una intervención particular u Obra de Construcción, Mejoramiento y Rehabilitación en la intersección denominada "El Tigre", razón por la cual la misma no fue -ni tenía que serlo- prevista de ejecutarse el Proyecto Pereira - La Victoria”; sin embargo y pese a esa información hizo saber que: “Así las cosas y pese a que a la luz del Contrato de Concesión, las obras y actividades asociadas al “cruce el tigre" no eran, ni son, responsabilidad del Concesionario, procedimos a contratar a la firma INSEVI - Ingeniería y Seguridad Vial, con el objetivo de que se realizara un estudio del cual se desprendiera una solución que permitiera mejorar las condiciones de seguridad en la intersección denominada “El Tigre", ubicada en el PR.3+800 de la carretera 29RS01. Al respecto, dicha firma estableció que la opción más conveniente era la semaforización de la intersección con sistema de dos fases para manejar el giro a la izquierda y acceder al “El Tigre" y el flujo en sentido Cartago - Pereira, sin embargo, la ANI no acogió dicha propuesta de solución vial y el Concesionario detuvo las gestiones para implementar la semaforización en citado sector” (f. 98, c. 1).




Sobrevino la sentencia de primera instancia, que declaró improcedente la protección, comoquiera que, según allí se concluyó, está a disposición de la actora la acción popular, ante la jurisdicción contencioso administrativa, donde se cuentan con amplias facultades relacionadas con la adopción de medidas cautelares, todas idóneas para evitar un daño y procurar la protección inmediata de los derechos colectivos que se encuentren amenazados o conculcados (f. 100, c. 1).




Esa resolución dejó inconforme al Defensor Público, quien impugnó, para decir que según jurisprudencia de la Corte Constitucional que citó, cuando se trate de proteger derechos fundamentales, la acción de tutela desplaza a la popular (f. 117, c. 1). 

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En el caso presente, un Defensor Público adscrito a la Defensoría del Pueblo de Risaralda, interpone esta demanda en procura de la protección de los derechos fundamentales de la señora Paola Marcela Calvo García “y demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, con el propósito de que, a las autoridades convocadas, se les ordene de manera perentoria intervenir esa vía para menguar su nivel de peligrosidad. 

En atención a ello, de manera previa debe ocuparse la Sala del estudio sobre la legitimación en la causa que le asiste al agente del Ministerio Público, para representar los intereses de quienes anuncia como beneficiarios del amparo.
Sobre la legitimación en la causa por activa, específicamente la que le asiste al Defensor del Pueblo y el Personero la Corte Constitucional, tiene decantado que
: 





6. La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.





7. Respecto a las calidades del tercero fijadas en la última regla, en esa misma providencia de unificación, esta Corporación especificó: a) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra, el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo
; b) como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Art. 10 del Decreto 2591 de 1991); y c) el Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso
.
En este caso, no se mencionó, y menos se acreditó, que la señora Paola Marcela Calvo García fuera una persona de especial protección constitucional, que estuviera en un estado de indefensión o bajo alguna especial circunstancia que le impidiera acudir por sí misma a incoar el amparo.

Y como si eso no fuera suficiente para estimar improcedente su demanda, tampoco se arrimó su autorización expresa para que en su favor interpusiera esta acción el agente del Ministerio Público, siendo ese un requisito necesario para que el Defensor Público, pueda representar los derechos de quienes no son personas de especial protección constitucional.
Sobre esos aspectos, recientemente la Corte Constitucional precisó
: 

“38. No ocurre lo mismo con la legitimación de dicho personero respecto de los intereses de los demás miembros de la comunidad de la vereda San José de Campo Lajas Si bien, en términos generales, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 10 y 49 del Decreto 2591 de 1991 aquellos pueden presentar acciones de tutela en favor de terceros, la jurisprudencia constitucional ha exigido la acreditación de las siguientes condiciones: i) que exista autorización expresa de la persona a la que representan, excepto cuando se trata de menores de edad,  incapaces o cuando las personas se encuentren en estado de indefensión ii) que se individualicen o determinen las personas perjudicadas y iii) que se argumente la forma en que se comprometen los derechos fundamentales de aquellos
. En este caso no existió autorización expresa y, aunque se aceptara que se trata de personas en estado de indefensión, lo cierto es que no se individualizaron.
Por otra parte, tampoco se informó sobre el estado de indefensión de “los demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, quienes ni siquiera fueron individualizados, lo cual, como acaba de repasarse, es un motivo suficiente para declarar la improcedencia de la protección respecto de aquellos. 

Ahora bien, si en gracia de discusión se considerara que debe darse por superada la legitimación, en consideración a que en la demanda se atinó a mencionar tangencialmente, que con la peligrosidad de la vía, están comprometidos los derechos fundamentales de los menores de edad que estudian en las instituciones educativas de esa zona, y se sabe que cualquier persona puede agenciar los derechos de los niños, niñas y adolescentes (Art. 44 CN), sin duda se concluye que la cuestión se queda en el umbral de la subsidiaridad.

Así se afirma, porque tal como se dijo en primera instancia, la acción popular se erige como el mecanismo idóneo para hacer cesar el peligro de las prerrogativas colectivas de las que son titulares todas las personas que habitan y transitan esa zona.

Desde la sentencia SU 1116 del 2001, la alta Corporación viene doctrinando sobre la mayor rigurosidad que adquirió el examen de procedencia de una acción de tutela, cuando con ella se pretenda la protección de derechos colectivos, a partir de la vigencia de la Ley 472 de 1998. Por esa senda ampliamente ha explicado el valor que tiene la acción popular, también de raigambre constitucional, para la salvaguarda de esas prerrogativas colectivas, estrechamente ligadas a los derechos fundamentales. 




La expedición de la Ley 472 de 1998 sobre acciones populares y la residualidad de la tutela. Precisión de la anterior doctrina constitucional.





5. A partir del 5 de agosto de 1999, la situación normativamente ha cambiado, pues en esa fecha entró a regir la Ley 472 de 1998, que regula ampliamente las acciones populares. Ese cuerpo normativo, y tal y como esta Corte lo ha destacado, "unifica términos, competencia, procedimientos, requisitos para la procedencia de la acción popular, en aras de lograr la protección real y efectiva de los derechos e intereses colectivos, y con ellos, de los derechos fundamentales que puedan resultar lesionados mediante la afectación de un derecho de esta naturaleza"
. En particular, esa ley consagra, en su artículo 25, la facultad del juez, una vez admitida la demanda, e incluso antes de su notificación, de decretar medidas cautelares con el objeto de prevenir un daño inminente o cesar los que se hubieren causado. Igualmente lo faculta para celebrar pactos de cumplimiento para la protección inmediata y concertada de los derechos colectivos afectados, pacto que se constituye en una sentencia anticipada (artículo 27) y se fijan términos perentorios para la práctica  de pruebas y la adopción de un fallo definitivo. 





6. Esta breve referencia muestra que en principio la Ley 472 de 1998 es un instrumento idóneo y eficaz para enfrentar las vulneraciones o amenazas a los derechos colectivos. En tal contexto, es obvio que la entrada en vigor de esa ley implica que la Corte debe precisar su jurisprudencia en relación con la procedencia de la tutela para aquellos eventos en que la afectación de un interés colectivo implica también la vulneración o amenaza de un derecho fundamental del peticionario, puesto que la Constitución establece con claridad que la acción de tutela sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (CP art. 86). En tal contexto, y como bien lo destaca la mencionada sentencia T-1451 de 2000, el juez de tutela no puede dejar de tomar en cuenta la presencia de la Ley 472 de 1998, ya que ésta subsana el vacío legal que había llevado a que los jueces, "a través de sus decisiones, y para resolver casos concretos, suplieran esa falta de decisión legislativa en la materia, extendiendo la protección que de derechos fundamentales estaban obligados a realizar, para cobijar ciertos derechos colectivos que se encuentran en estrecha relación con éstos". En tales circunstancias, la entrada en vigor de una regulación completa y eficaz sobre acciones populares implica que, fuera de los cuatro requisitos señalados en el fundamento 4º de la presente sentencia, para que la tutela proceda en caso de afectación de un derecho colectivo, es además necesario, teniendo en cuenta el carácter subsidiario y residual de la tutela (CP art. 86), que en el expediente aparezca claro que la acción popular no es idónea, en concreto, para amparar específicamente el derecho fundamental vulnerado en conexidad con el derecho colectivo, por ejemplo porque sea necesaria una orden judicial individual en relación con el peticionario. En efecto, en determinados casos puede suceder que la acción popular resulta adecuada para enfrentar la afectación del derecho colectivo vulnerado, pero ella no es suficiente para amparar el derecho fundamental que ha sido afectado en conexidad con el interés colectivo. En tal evento, la tutela es procedente de manera directa, por cuanto la acción popular no resulta idónea para proteger el derecho fundamental. Pero si no existen razones para suponer que la acción popular sea inadecuada, entonces la tutela no es procedente, salvo que el actor recurra a ella "como mecanismo transitorio, mientras la jurisdicción competente resuelve la acción popular en curso y cuando ello resulte indispensable para la protección de un derecho fundamental"
. (Se destaca)
En este caso concreto, es inexistente algún argumento que lleve a la Sala a concluir que la acción popular no es idónea para amparar los derechos fundamentales de los menores indeterminados que estudian en esa zona, presuntamente en riesgo por la peligrosidad de la vía, porque tales prerrogativas están estrechamente relacionadas con el interés colectivo de todo aquel que la transita, y cuyas soluciones pueden ser ampliamente debatidas dentro de una acción popular, que además cuenta con medidas cautelares capaces de prevenir de manera perentoria contingencias como las que aquí se denuncian. 

Sobran adicionales consideraciones, para confirmar la sentencia impugnada, como en efecto se hará. 
DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras, el 15 de octubre del 2019, en esta acción de tutela que un Defensor Público, adscrito a la Defensoría del Pueblo de Risaralda, interpuso en favor de la señora Paola Marcela Calvo García “y demás actores viales del trayecto comprendido entre Pereira y Cerritos”, en procura de sus derechos a la vida, salud, dignidad humana y libertad de locomoción, contra el Municipio de Pereira, la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI-, la Concesionaria de Occidente S.A.S., el Instituto nacional de Vías -INVÍAS-, y la Agencia Nacional de Seguridad Vial -ANSV-.  
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  


Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA  







Aclaración de voto
� Sentencia T-083/16


� En cuanto a las exigencias para ser apoderado judicial, consultar la Sentencia T-531 de 2002.


� Al respecto, ver Auto 030 de 1996.


� Sentencia T-209/19


� Sentencia T-085 de 2017.


� Sentencia T-1451 de 2000, MP Martha Victoria Sáchica Méndez, fundamento 2.


� Sentencia T-1451 de 2000, MP Martha Victoria Sáchica Méndez, fundamento 2.
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